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La destruccion de dos 
plataformas iranies por 
EE.UU. juri nuevo supuesto 
de represalia armada licita? 
El dia 19 de octubre de 1987, unidades de la armada norteamericana desta- 
cadas en el Golfo Pérsico procedian a bombardear dos plataformas petroliferas 
iranies del campo petrolifero de Rostam. La operación, consistente en la descar- 
ga -durante más de 85 minutos- de más de 1000 proyectiles de 127 mm, fue 
desencadenada por cuatro buques situados en las proximidades de las estructu- 
ras. Esta acción habia sido precedida de la advertencia de desalojo de las plata- 
formas, concediendo un plazo de 20 minutos para su evacuación; merced a esta 
medida, la acción no registró victimas. Concluida la operación, las plataformas 
Risalat y Reshadat habian quedado totalmente destruidas. Las ulteriores decla- 
raciones de medios oficiales norteamericanos conceptuaban la acción como res- 
puesta al bombardeo -en dias anteriores- por Irán de dos buques mercantes 
norteamericanosl. 
La acción que reseñamos podria constituir un capitulo más en la ya larga se- 
rie de incidentes registrados en el Golfo Pérsico desde el inicio del conflicte irano- 
iraqui en las postrimerias del año 1980. Sin embargo, las caracteristicas de la ac- 
ción norteamericana (su minuciosidad, el carácter limitado y localizado de la mis- 
ma, el no haber afectado a la soberania territorial irani...), la ausencia de reaccio- 
nes adversas a la misma detectable en la comunidad internacional, 10s argumentos 
esgrimidos por 10s Estados Unidos calificando a la acción, ya como ejercicio del 
derecho de legitima defensa, ya como acción de represalia -con el inconvenien- 
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te, en este último caso, de su aparente proscripción por el Derecho internacional- 
parecian hacer necesario el análisis que aquí presentamos. En todo caso, al com- 
prometer este incidente cuestiones relativas a la prohibición del uso de la fuer- 
za, recientemente reiterada por el Tribunal Internacional de Justicia, la oportuni- 
da~d resulta evidente. 
La consideración de este supuesto exige el que analicemos la acción nortea- 
mericana a la luz del derecho de legitima defensa, en un segundo momento, pro- 
cederemos a considerar el derecho de represalias en su configuración tradicio- 
nal y en sus desarrollos actuales con miras a calicar la operación norteamericana, 
ofreciendo en último término 10s resultados de nuestro análisis. 
11. EXAMEN DE LOS ARGUMENTOS EMPLEADOS POR LOS ESTADOS 
UNIDOS PAM JUSTIFICAR LA ACCION 
El presidente de 10s Estados Unidos manifestó en unas declaraciones infor- 
males efectuadas a la prensa al conocerse la acción, que la misma se habia efec- 
tuado en ccejercicio del derecho de legítima defensa establecido por las Naciones Uni- 
d a ~ ) ) ~  (sic), calificándola de ccprudente e incluso limitada respuesta a la agresión 
i r a ~ z t . ~  El Secretario de Estado no efectuó declaraciones al respecto; en cambio, 
el Secretario de Defensa manifestó: ccno deseamos ulteriores confrontaciones con 
Irán, pero estaremos preparados para responder a cualquier escalada de accio- 
nes militares por Irán, con contramedidas más d ~ r a s s . ~  Posteriormente en una en- 
trevista ante la televisión advirtió que ccquizá sean necesarias nuevas represalias 
con.tra I r á n ~ . ~  En un ulterior comunicado, la Casa Blanca insistió en que ala res- 
puesta militar se produce después de repetidas advertencias a Irán -a través de 
la Embajada suiza en Teherán, que se encarga de 10s intereses norteamericanos- 
de que cesara la agresión contra objetivos de Estados Unidos y de que podia su- 
frir rep res alia^)).^ La prensa recogia la configuración de la acción como una me- 
dida de represalia (ccmeasure of retaliations). Dos han sido, pues, 10s argumentos 
esgrimidos para justificar la acción, si bien la conceptuación de la misma como 
ejercicio del derecho de legitima defensa ha sido abandonada en sucesivas de- 
claraciones. Empero, el hecho de que haya sido aducido exige que en nuestro 
análisis incidamos en la consideración de este argumento. 
1. E1 argumento de la legítima defensa 
Habiendo sido alegado el que la acción habia constituido ejercicio del dere- 
cho de legitima defensa establecido por las Naciones Unidas, se hace necesario 
confrontar la regulación del mismo establecida en la Carta con las circunstan- 
cias que configuran la acción norteamericana. A este respecto, el articulo 51 de 
la Carta de las Naciones Unidas establece: 
~cNinguna disposición de esta Carta menoscabará el derecho inmanente de 
1.egitima defensa, individual o colectiva, en caso de ataque armado contra un 
miembro de las Naciones Unidas, hasta tanto que el Consejo de Seguridad 
haya adoptado las medidas necesarias para mantener la paz y la seguridad 
internacionales. Las medidas tomadas por 10s miembros en ejercicio del de- 
recho de legítima defensa serán comunicadas inmediatamente al Consejo de 
Seguridad y no afectarán en manera alguna la autoridad y responsabilidad 
del Consejo conforme a la presente Carta para ejercer en cualquier momen- 
to la acción que estime necesaria con el fin de mantener o restablecer la paz 
y la seguridad internacionaless. 
Este articulo ccpermite el empleo de la fuerza en reacción a un ataque arma- 
do, a condición de que se observen las normas procedimentales, que prescriben 
que el Consejo de Seguridad sea inmediatamente informado de la acción armada 
en legítima  defensa^.^ Advertimos como requisito ccsine qua nons la exigencia de 
que se haya producido un ataque armado del que la acción en legitima defensa 
ser6 contestación; nos encontramos, pues, con un (cuso defensivo de la fuerza 
armada con objeto de impedir que tenga éxito el ataque armado de otro sujeto 
y hasta tanto el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas haya tomado las 
medidas necesarias para mantener la paz y la seguridad internaci~nales)).~ Al- 
gunos autores exigen de la medida adoptada que contenga las notas de provisio- 
nalidad, proporcionalidad y ~ubsidiariedad;~ para otros autores 10s requisitos exi- 
gidos serian 10s de inmediatez, efectividad y proporcionalidad de la acciÓn;l0 por 
último, algún autor ha pretendido que el articulo s610 es aplicable respecto de 
situaciones que entrañen graves violaciones de la paz.ll 
En 10 que atiende al requisito del ataque armado, es obvio que puede califi- 
carse de tal las acciones iranies contra buques de pabellón norteamericano, que 
10s Órganos de este Gobierno conceptuaron como causa de la medida adoptada 
en reacción. A este respecto la Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General 
que contiene la definición de la agresión, conceptúa como ccacto de agresión,: 
((Articulo 3... se caracterizará como acto de agresión: 
... d) El ataque por las fuerzas armadas de un Estado contra las fuerzas arma- 
das terrestres, navales o aéreas de otro Estado, o contra su flota mercante o 
aérea; 
Sin embargo, distinto juicio nos merece el requisito de la inmediatez. Con- 
forme a esta exigencia, la acción en legítima defensa debe efectuarse en respues- 
ta al ataque en curso con miras a repelerlo.12 En el supuesto en estudio este re- 
quisito se habría verificado en el caso de que en el momento en que se producia 
el bombardeo de 10s buques norteamericanos, unidades de este Estado hubieran 
respondido con miras a rechazarlo. En cambio, las medidas ejercidas por 10s Es- 
tados Unidos se desencadenan a las 48 horas del último de 10s ataques contra 
un buque de su pabellón. Tal lapso temporal impide retener como acción inme- 
djata la operación norteamericana, con 10 cua1 es preciso rechazar el argumento 
de la legítima defensa. 
2. Argumento de las represalias 
Más correcta aparece la conceptuación de la acción como medida de repre- 
salia, constituyendo la respuesta de un Estado a la violación por otro Estado de 
una obligación internacional. Irán habría cometido un acto ilicito, 10 que justifi- 
caria la comisión por 10s Estados Unidos de otro acto ilicito en respuesta a aquél. 
La respuesta hasta aquí resultaria satisfactoria; sin embargo, hemos de retener 
el dato de que ambas acciones entrañaban el empleo de la fuerza. Por otro lado, 
se estima que las represalias armadas han sido proscritas por el Derecho inter- 
nacional contemporáneo. 
Por estas razones, la consideración de este argumento aducido por 10s Esta- 
dos Unidos requerir5 el que examinemos el tratamiento tradicional que la doc- 
trina confiere a esta cuestión, analizando posteriormente posibles indicios de una 
evolución en su tratamiento, para concluir con un examen de la acción nortea- 
mericana a la luz del Derecho efectivamente vigente en 10 que atiende a las re- 
presalias armada~. 
A) Planteamiento tradicional del tema 
((Las represalias constituyeron, entre las dos guerras mundiales, el objeto de 
numerosos estudios de Derecho internacional público. La practica seguida por 
10s Estados beligerantes en el curso de la guerra de 1914-1918, el problema de 
la compatibilidad de las represalias con el nuevo orden juridico surgido del Pac- 
to de la Sociedad de Naciones explica el interés que la cuestión de las represalias 
debia de suscitar en la literatura del Derecho de Gentes. Produciendo las mis- 
mas causas 10s mismos efectos, habria sido de esperar que las represalias cono- 
cieran, tras la Segunda Guerra mundial y el intento de organización de la socie- 
dad internacional por la Carta de las Naciones Unidas, un renovado favor ante 
la doctrina. No ha sido asi y podemos a justo titulo interrogarnos acerca de las 
razones por las cuales 10s autores rodean la cuestión de las represalias de un si- 
lencio que nada a priori parece justificarn.13 Con estas palabras J.C. VENEZIA 
ponia de manifiesto en 1960 las lagunas en la doctrina iusinternacionalista en 
10 referente a la cuestión de las represalias. Hoy, a casi treinta años de aquellas 
palabras, aunque contamos con alguna monografia valiosa sobre las represalias 
en tiempo de guerra,14 siguen adoleciendo las represalias en tiempo de paz de 
la atención que les corresponde. 
((Al considerar las represalias debe repararse en que existe una profunda di- 
ferencia entre dos tipos de medidas, las cuales reciben ambas la denominación 
de represalias, pero que tienen poc0 en común. Las represalias son en un primer 
supuesto reacciones licitas de un Estado contra actos ilicitos cometidos por otro 
Estado, y de éstos reciben su justificación. En el segundo supuesto, las represa- 
lias son actos de venganza de un Estado ocupante en tiempo de guerra dirigidos 
contra la población del territori0 ocupado por actos de resistencia perpetrados 
por ésta>>.15 Las primeras son las represalias en tiempo de paz, las segundas son 
las represalias en tiempo de guerra (((belligerent reprisals,). En las presentes li- 
neas nos ocuparemos de las aludidas en primer termino, las cuales han sido defi- 
nidas como: ccmedidas coercitivas derogatorias de las reglas ordinarias del Dere- 
cho internacional, adoptadas por un Estado en respuesta a actos ilicitos cometidos 
en su perjuicio por otro Estado y tendentes a imponer a éste el respeto del Dere- 
chon.16 Dos han sido las finalidades atribuidas a 10s actos de represalia: de un 
lado, el constituir una medida de presión con miras a obtener del Estado que 
delinque la reparación del acto ilicito cometido; de otro, se persigue amedrentar 
al Estado infractor de modo que en 10 sucesivo se abstenga de tales conductas, 
ya en perjuicio del Estado afectado, ya de cualquier otro Estado. Por esta razón 
se ha hablado de una doble naturaleza de la represalia: privada17 (en tanto que 
referida al interés del Estado perjudicado) y pública (por razón del interés de la 
con~unidad internacional en el general respeto y cumplimiento del Derecho).18 
Dentro de las represalias en tiempo de paz, se solia efectuar la distinción en- 
tre las represalias pacificas y las represalias armadas. Sin embargo, a raiz de la 
Carta de las Naciones Unidas un sector mayoritario de la doctrina ha entendido 
proscrita por la misma el recurso a estas últimas. Esta afirmación aún hoy goza 
de general aceptaciÓn.lg Como recuerda R. BARSOTTI ((Conforme a la más ex- 
tensamente aceptada intepretación, la Carta de las Naciones Unidas -y en par- 
ticular la prohibición general de la amenaza o el uso de la fuerza contenida en 
el articulo 2.4- ha hecho ilegales las represalias armada~)).~O Por otra parte se 
ha entendido que el mismo Tribunal Internacional de Justicia ha declarado su 
inadmisibilidad en temprana o c a ~ i ó n . ~ ~  La afirmación de que las represalias ar- 
madas están prohibidas por el Derecho internacional ha recibido considerable 
apoyo con la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas relativa a 10s ((principios de Derecho internacional referentes a las rela- 
ciones de amistad y a la cooperación entre 10s Estados de conformidad con la 
Carta de las Naciones Unidas)), de 24 de octubre de 1970. En efecto, en la misma 
se recoge un párrafo del siguiente tenor: 
~ L o s  Estados tienen el deber de abstenerse de actos de represalia que impli- 
quen el uso de la fuerzas. 
Con posterioridad, aún al margen del sistema de las Naciones Unidas pue- 
den advertirse manifestaciones de la existencia de una extendida convicción so- 
bre la ilicitud de las represalias armadas. Un ejemplo particularmente significa- 
tivo de el10 es el Acta Final de la Conferencia sobre Seguridad y Cooperación 
en Europa, en la cua1 se declara: 
((Estos (10s Estados participantes) se abstendrán asimismo en sus relaciones 
mutuas de cualquier acto de represalia por medio de la f u e r ~ a ) ) . ~ ~  
Por otra parte, el Consejo de Seguridad ha condenado las medidas de repre- 
salia armada en reiteradas ocasiones. H. THIERRY cita entre otras las Resolu- 
ciones de 13 de enero de 1956, 262 de 1968, 265 y 270 de 1969 y en particular 
la Resolución de 3 de abril de 1964 en la que ((El Consejo de Seguridad condena 
las represalias como incompatibles con 10s fines y 10s principios de las Naciones 
U n i d a s ~ . ~ ~ - ~ ~  En apoyo a toda esta serie de condenas que reseñamos la propia 
Comisión de Derecho Internacional, en su informe de 1979 a la Asamblea Gene- 
ral sobre la labor realizada en su trigésimo primer periodo de sesiones, en su 
capitulo 111, relativo a la responsabilidad de 10s Estados, afirmaba 10 siguiente: 
((Después de la Segunda Guerra mundial y de resultas de la afirmación defi- 
nitiva, como principio fundamental del derecho internacional contemporá- 
neo, de la prohibición del recurso a la fuerza, la opinio juris de 10s Estados 
acerca de la legitimidad de las represalias ha representado la culminación 
de una evolución, progresivamente discernible en relación con las sucesivas 
etapas de la aceptación de dicho principio fundamental. Asi pues, esa opinio 
ha pasado a ser indudablemente mucho más restrictiva. En las Naciones Uni- 
das se discutió en repetidas ocasiones la legitimidad internacional de ciertas 
acciones ejecutadas a titulo de represalias, precisamente cuando esas accio- 
nes implicaban, en aquel caso concreto, el uso de la fuerza armada. La evo- 
lución de la convicción juridica de 10s Estados en esta materia cristalizó ofi- 
cialmente en la Declaración sobre 10s principios de derecho internacional re- 
ferentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre 10s Estados de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, en la que se proclama (pri- 
mer principio) que "Los Estados tienen el deber de abstenerse de actos de 
represalia que impliquen el uso de la fuerza". Por consiguiente, ningún Estado 
víctima de la violación de una obligación internacional puede ya reaccionar legíti- 
mamente mediante el empleo de represalias armadas contra el Estado autor de 
la violación, ya que el derecho internacional prohibe de ahora en adelante a 10s 
Estados que ejerzan por sí mismos individualmente represalias que impliquen el 
empleo de fuerza armada contra otros E s t a d o ~ r . ~ ~  
Sin embargo, en el plano doctrinal nunca se ha producido la unanimidad en 
su rechazo. Asi ha habido autores que han eludido pronunciarse acerca de la po- 
sible ilicitud de las represalias armadas en el Derecho internacional actual. CH. 
ROUSSEAU aun advirtiendo que se plantea el problema de su licitud a la luz 
del derecho de la Carta, elude pronunciarse al respecto;26 J.C. VENEZIAIz7 H. 
TH[IERRYIz8 N. QUOC-DINH,2%ctúan en idéntico sentido. No debe olvidarse 
aquí que el propio principio que prohibe el uso de la fuerza cuenta con detracto- 
res que han negado absolutamente su valor en momentos rec ien te^.^^ En otro 
momento, ciertos autores mostraron una actitud proclive a la admisión de esta 
institución, si bien sometiéndola en contrapartida a ciertos requisitos. Asi auto- 
res como G. SCHWARZENBERGER o R.A. FALK, justificaron las medidas de re- 
presalia armada, amparándose en la ineficiencia de 10s mecanismos de seguri- 
dad co!ectiva previstos en la Carta de las Naciones Unida~.~l  Entre nosotros, A. 
RODRIGUEZ CARRION admitió esta posibilidad integrándola en un concepto 
amplio de legitima defensa en el que coexistirian requisitos políticos y juridi- 
En una linea similar se sitúa K.J. SKUBIZEWSKI para quien aunque (cel 
articulo 2.4 de la Carta de las Naciones Unidas restringió el derecho de 10s Esta- 
dos de recurrir a las represalias armadas ... se permiten las represalias armadas 
que se efectúan en defensa propia contra un ataque arma do^.^^ Este movimien- 
to en pro de la admisibilidad de las represalias armadas, lejos de debilitarse en- 
cuentra reflejo en opiniones recientes. Asi para J. BARBOZA la adopción de re- 
presalias por un Estado encuentra siempre un limite en el hecho de que el empleo 
de fuerza por el mismo en su ejecución no puede configurar un supuesto de agre- 
~ i ó n . ~ ~  Este dato debe ser puesto de manifiesto, pues 10s supuestos que común- 
mente analizaba la doctrina y acerca de 10s que hubo de conocer el Consejo de 
Seguridad comprometian siempre la integridad territorial y la soberania del Es- 
tado contra el que se ejercitaba la represalia, pudiendo hablarse en muchos ca- 
sos de auténticos actos de agresi61-1.~~ 
B) ¿Un nuevo derecho de represalias armadas? 
Llegados a este punto hemos de interrogarnos acerca de si resulta factible 
encontrar indices para una posible admisibilidad de represalias armadas, 10 cua1 
hace necesario delimitar previamente el alcance de la prohibición contenida en 
el articulo 2.4 de la Carta de las Naciones Unidas. Como ha quedado dicho, la 
represalia entraña por parte del Estado que la ejercita una violación del Derecho 
internacional; esa violación se justifica por la previa violación de otro Estado, 
pero la infracción permitida en ningún caso puede alcanzar a normas imperati- 
vas de Derecho internacional, o 10 que es 10 mismo, la obligación inobservada 
por el Estado que reacciona nunca puede ser una obligación ccerga omness (re- 
verso de la norma imperativa). Hasta aquí se ha entendido que toda violación 
de la norma que prohibe el uso de la fuerza constituye una violación de una nor- 
ma imperativa, y sin embargo, ni todas las conductas que entrañan un uso de 
la fuerza poseen la misma gravedad, ni suscitan idénticas reacciones de parte 
de la comunidad internacional. Como advierte B.O. BRYDE (cel recurso ocasio- 
nal a ciertas formas menores de fuerza es especialmente comprensible a la luz 
de la ineficacia del sistema de cumplimiento forzoso del derecho por medio del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que en teoria constituiria el coro- 
lario a la prohibición del uso de la fuerza individualmente por 10s esta dos^.^^ En- 
tre nosotros, A. REMIRO BROTONS sostiene 10 razonable de ciertos empleos 
de fuerza: aEl uso de la fuerza para replicar a 10s usos de la fuerza que no se 
concretan en un ataque armado y que la sociedad internacional organizada es 
incapaz de detener y reprimir no puede ser prohibido por el Derecho. Poner la 
otra mejilla ser5 una actitud evangélica o -más probablemente- la irremedia- 
ble calamidad de la inferioridad; no ponerla, dificilmente ha de ser considerado 
Antijurídic~a.~~ En sentido coincidente con estas afirmaciones se sostiene hoy 
que el valor de norma imperativa no puede predicarse de modo absolut0 de la 
norma que prohibe el uso de la fuerza. Así para R. AGO: 
((Se impondria evidentemente una conclusión negativa en cuanto al recono- 
cimiento de esta posibilidad excepcional de exclusión de la ilicitud (se refie- 
re al estado de necesidad, que no podria alegarse para inobservar una norma 
de "jus cogens") si en la interpretación de la regla de "jus cogens" que pro- 
hibe la agresión se adoptara un concepto que incluyera toda forma de acción 
cometida por la fuerza en territori0 extranjero. Sin embargo, se correria asi 
posiblemente el riesgo de ampliar más all5 de 10 que es actualmente acepta- 
do por la convicción jurídica de 10s Estados, ya sea del concepto de agresión 
o el de norma imperativa de conformidad con 10s términos del articulo 53 
de la Convención de Viena sobre el derecho de 10s t r a t a d o s . ~ ~ ~  
C. GUTIERREZ ESPADA, interpretando el pensamiento del hoy juez del Tri- 
bunal Internacional de Justicia, afirma 10 siguiente: 
ccLo que el Relator sugiere más bien es que el carácter imperativo no puede 
predicarse del conjunt0 de la norma que prohibe el uso de la fuerza, sino 
únicamente respecto de la prohibición de sus violaciones más graves, en con- 
creto de la agresión. Es decir, el "ius cogens" vendria a coincidir con el cri- 
men internacional en 10 que atañe a la norma citada. Las violaciones de me- 
nor entidad no ya es que no serian crimenes sino que tampoco, parece querer 
decir el Relator, podrian considerarse contrarias al "ius cogens" contempo- 
ráneo. Creo que su pensamiento puede interpretarse asi sin violencia por- 
que est6 formulado con suficiente claridad)). 
Lo que parece inferirse de las opiniones de ambos autores es que la norma 
que prohibe el uso de la fuerza carece de una naturaleza única. En un determi- 
nado espectro la norma es imperativa (asi la prohibición de la agresión, y de ahi 
su configuración como crimen internacional en el articulo 19 de la primera par- 
te del proyecto sobre responsabilidad de 10s esta do^),^^ sin embargo no tendria 
tal carácter en supuestos de usos de la fuerza distintos de la agresión o ccusos 
menores de la fuerza)). Estos supuestos de menor gravedad comprometiendo uso 
de la fuerza han sido considerados por el Tribunal Internacional de Justicia en 
el Asunto de las actividades militares y paramilitares en Nicaragua y contra ésta 
(sentencia de 27 de junio de 1986: 
aSin embargo, tales actividades pueden perfectamente constituir una infrac- 
ción del principio de prohibición del uso de la fuerza asi como una interven- 
ción en 10s asuntos internos de un Estado, es decir, un comportamiento cierta- 
mente ilícito, pero de menor gravedad que el ataque arma do^.^^ 
De todo lo expuesto puede colegirse que la actitud ccmaximali~tas~~ que pre- 
tendia ver en todo empleo ilicito de fuerza entre Estados una violación de nor- 
mas imperativas, sufre desde ahora un serio quebranto. El siguiente paso seria 
preguntarse: si no todo empleo de la fuerza, aun constituyendo un ilicito, supone 
violación de una norma imperativa de Derecho internacional ¿por qué ha de con- 
siderarse que todo tip0 de represalia implicando el uso de la fuerza ha de con- 
ceptuarse de ilicito? 
De conformidad con 10 expuesto se infiere sin sombra de duda que una me- 
dicla de represalia que pudiera caracterizarse como un acto de agresión si estaria 
prohibida por el ordenamiento internacional por violación de una norma impe- 
rativa, pero para el supuesto de represalias armadas no constitutivas de agresión 
la irespuesta no puede ya ser la misma. El actual Relator Especial en la materia 
de responsabilidad de 10s Estados por hechos prohibidos por el Derecho interna- 
cional en la CDI, Sr. RIPHAGEN, ha advertido esta circunstancia: 
ccFuera como fuese, en virtud de su apartado b del articulo 12, en la forma 
propuesta, la suspensión del cumplimiento de obligaciones por via de repre- 
salia no seria posible si la obligación emanaba de una norma imperativa de 
derecho internacional general. Si se decidia que existia una norma de esta 
naturaleza que prohibia todas las formas de represalias armadas en todos 10s 
supuestos, este aspecto se regiria por esa norma. Pero aun en el caso de que 
no se admitiera esa prohibición general en todos 10s supuestos, las represa- 
lias seguirian estando sujetas a la norma propuesta en el párrafo 2 del articu- 
lo 9, según la cua1 el ejercicio de ese derecho de represalias no debia ser, 
en sus efectos, manifiestamente desproporcionado a la gravedad del hecho 
internacionalmente ilicito cometi do^.^^ 
Bien es cierto que las opiniones correponden al actual Relator Especial, pero 
en todo caso, jno resulta sorprendente que en las mismas se sometan a duda 10 
que en el informe de 1979 se exponia como incuestionable? Es evidente, en todo 
caso, que las reservas actuales encuentran su base en la doble naturaleza de la 
norma que advertia R. AGO en su informe de 1980, pues no de otro modo se 
puede interpretar la explicación del Sr. RIPHAGEN: 
(c... el Relator Especial expuso la opinión de que 10s derechos y obligaciones 
de 10s Estados en derecho internacional podian considerarse como una serie 
de tres circulos concéntricos: el circulo exterior representaba el régimen de 
la agresión y la legitima defensa, el circulo central representaba el régimen 1 
de 10s hechos, internacionalmente ilícitos y las respuestas a esos hechos y 
el circulo interior representaba el régimen de la prevención y la indemniza- 
ción respecto de 10s actos no prohibidos por el derecho  internacional...^.^^ 
Creo que la referencia a la Comisión de Derecho Internacional puede dejar 
claro que 10 que antes parecia inequivoco, ahora no 10 es tanto. Sin embargo, 
se ha sostenido que el propio Tribunal Internacional de Justicia ha reafirmado 
recentisimamente la ilicitud de las represalias a r m a d a ~ . ~ ~  De ser cierto este pro- 
nunciamiento de la Corte en el Asunto de las actividades militares y paramilita- 
res en Nicaragua y contra ésta (sentencia de 27 de junio de 1986), el contenido 
de estas lineas careceria de sentido. Pero veamos que es 10 que ha dicho el T.I.J. 
al respecto: 
aEl Tribunal, al ocuparse aquí de una controversia en la que se ha alegado 
un uso ilicito de la fuerza, debe preguntarse ante todo si un Estado posee 
un derecho de responder a la intervención por la intervención que llegaria 
hasta justificar el uso de la fuerza en reacción a medidas que, sin constituir 
un ataque armado, podrían entrañar el empleo de la fuerza. La cuestión en 
si misma es incontestablemente pertinente desde un punto de vista teórico. 
Pero el Tribunal, no debiendo pronunciarse más que sobre 10s puntos de de- 
recho necesarios para el arreglo de la controversia que le ha sido sometida, 
no debe decidir las reacciones directas a las que puede lícitament librarse 
un Estado que se juzgue víctima, por parte de otro, de actos de intervención 
comportando eventualmente el uso de la fuerza. Por tanto, no ha de deter- 
minar si, en la eventualidad de que Nicaragua hubiese cometido tales actos 
respecto de El Salvador, éste podria lícitamente adoptar contramedidas par- 
ticulares.. .46 
Como puede advertirse, el Tribunal evita pronunciarse acerca de la natura- 
leza que pudieran revestir las eventuales contramedidas a adoptar por un Estado 
perjudicado ante la violación de una obligación internacional, y en concreto la 
que prohibe el empleo de la fuerza. Una elusión y no una condena es 10 que 
ad~e r t imos .~~  Bien es cierto que el Tribunal condena las medidas adoptadas por 
Estados Unidos implicando uso de la fuerza, pero la ccratio essendi, de su recha- 
zo es diversa: 
N... Los hechos reprochados a Nicaragua, de suponer que incluso hubieran 
sido establecidos y que le fueran imputables, no habrian podido justificar con- 
tramedidas proporcionadas más que de parte del Estado que hubiera sido vic- 
tima, es decir, El Salvador, Honduras o Costa Rica. No podrían justificar con- 
tramedidas adoptadas por un tercer Estado, 10s Estados Unidos, y en particular 
una intervención implicando el uso de la f u e r z a . ~ ~ ~  
Como puede advertirse 10 que rechaza el T.I.J. es la posibilidad de ejercicio 
de represalias por un tercer Estado o en la terminologia del Tribunal cccontrame- 
didas colecti~as), .~~ (En su razonamiento, afirmada la existencia en derecho con- 
suetudinari~ de un derecho de legitima defensa colectiva -no susceptible de ser 
aplicado al caso-, se cuestiona si existe en paralelo con aquél un derecho de 
contramedidas colectivas. El Tribunal rechaza esta posibilidad.) La condena de 
10s Estados Unidos, asi, se funda en la ilicitud de su acción, que carece de apoyo 
en el derecho existente, agravada por e! empleo de la fuerza. 
De todo 10 expuesto se desprende que la postura contraria a la admisibilidad 
de cierto género de represalias armadas no goza de la firme posición que se le 
atribuia. Ahora bien, hemos de responder a una última cuestión jqué requisitos 
han de concurrir en la acción de represalia armada para que la misma pueda 
ser calificada de licita a la luz del Derecho internacional vigente? 
1) El Estado que ejerce la represalia debe haber previamente intentado otras 
vias en orden a la satisfacción de su interés vulnerado. Este principio, acuñado 
por la jurisprudencia arbitral en el Asunto de Naulilaalso encontraria hoy su fun- 
da.mento en la obligación que todos 10s Estados tienen de resolver sus controver- 
sias por medios pacificos, conforme dispone el articulo 2.3 de la Carta de las Na- 
ciones Unidas. 
2) Los actos adoptados en represalia no pueden llegar a configurar el tip0 
de la agresión. S610 pueden subsumirse en la categoria de las represalias arma- 
das licitas aquellas medidas que entrañen usos menores de la fuerza. La razón 
de este requisito de indole negativa va de suyo; la agresión es una violación del 
espectro imperativo de la norma que prohibe el uso de la fuerza, y una norma 
imperativa no admite ningún género de excepción. 
3) A efectos de calificar como licita una represalia armada deberá asimismo 
tomarse en consideración el requisito de la proporcionalidad -como se estable- 
ce en el articulo 9 del proyecto de articulos sobre responsabilidad elaborado por 
W. RIPHAGEN-.51 Este requisito, enunciado también de forma negativa (no de- 
berá haber manifiesta desproporción entre la violación y la acción en respuesta), 
regiria en dos ámbitos: de un lado, respecto de la norma violada, cualquier viola- 
ción del Derecho internacional no daria lugar a un derecho de represalia arma- 
da, deberia tratarse de una violación de la norma que prohibe el uso de la fuerza 
acomodándose la acción en respuesta a la prohibición de agresión referida en 
el párrafo anterior. Por otro lado, la proporcionalidad regiria también en orden 
a 10s efectos, de modo que 10s daños que pudieran derivarse de la acción en re- 
presalia no habrian de exceder manifiestamente de aquellos producidos por la 
actuación contra la que se responde. 
A la luz de estos requisitos podemos intentar analizar la acción norteameri- 
cana. Esta se concibe en respuesta al previo ataque armado por Irán de dos bu- 
ques ccnortearnericano~~~.~~ Con anterioridad al ejercicio de la acción en represa- 
lia deberia haberse intentado una via pacifica de arreglo; sin embargo, no consta 
que tal se haya producido. No parece, no obstante, que haya de concluirse por 
el10 con la ilicitud de la acción si se repara en el dato de que desde el 1 de mayo 
de 1981 hasta el 31 de diciembre de 1985 han sido atacados en la zona del Golfo 
Pérsico 152 b ~ q u e s ~ ~  y la cifra ha aumentado ostensiblemente en el periodo no 
cornputado. Ante esta situación, jcabe exigir un previa tentativa de arreglo? Nos 
inclinamos a pensar que en estas circunstancias este primer requisito decae. Por 
10 que hace al requisito de no integrar el tip0 de la agresión ipuede conceptuarse 
el ataque norteamericano de tal? Si reparamos ccad exemplum)) en 10s supuestos 
que caracteriza como agresión la Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea Gene- 
ral cle las Naciones Unidas, definidora de la agresión, advertiremos que la acción 
norteamericana no es subsumible en ninguno de 10s supuestos allí contempla- 
dos. El ataque desencadenado contra las plataformas se produce en un espacio 
marítim0 en que se aplica la libertad de navega~ ión ,~~  y como afirma P. REU- 
TER, ((seria dudoso que un acto de fuerza dirigido contra un objeto material si- 
tuado bajo la responsabilidad de un Estado constituya un acto de agre~ iónn .~~  
Por último, en 10 que respecta al requisito de la proporcionalidad advirtamos, 
que de un lado, a un acto de fuerza se ha respondido con otro acto de fuerza; 
de otro, que -a reserva de que carecemos de datos precisos sobre la entidad 
de 10s mismo- no parece que se hayan producido victimas, no resultando mani- 
fiestamente desproporcionada la destrucción de las plataformas (inactivas e inu- 
tilizadas desde un ataque iraqui producido en el año 1986) en relación a 10s dos 
buques dañadosS7 Con base en el presente análisis, jse situaria la acción nor- 
teamericana dentro de 10s márgenes de las represalias armadas presuntamente 
admisibles por el Derecho internacional? La escasez de datos hacen imposible 
emitir un juicio certero, pero la falta de reacciones en contrario en el seno de 
la comunidad internacional son indicio de una respuesta favorable. 
111. CONCLUSIONES 
Del conjunt0 de nuestro análisis se obtienen las siguienes conclusiones: 
1) El argumento avanzado inicialmente configurando a la acción norteameri- 
cana como ejercicio del derecho de legitima defensa resulta en todo punto insos- 
tenible, por razón de no concurrir 10s requisitos -en concreto el de inmediatez 
de la acción- exigidos por nuestro ordenamiento para autorizar una acción en 
ejercicio de ese derecho. 
2) En 10 que respecta al argumento de las represalias, si bien un sector im- 
portante de la doctrina entiende inadmisibles las represalias entrañando un uso 
de la fuerza, se detectan indicios de una cierta admisibilidad de cierto género 
de acciones entrañando usos menores de la fuerza -en concreto no integrando 
el tip0 de la agresión-, por 10 que, acaso, pueda hablarse de cierto género de 
represalias armadas licitas a la luz del Derecho internacional. En este supuesto, 
la acción norteamericana no constituiria una violación del Derecho internacional. 
3) La apuntada reviviscencia de cierto género de represalias armadas puede 
conceptuarse de fenómeno contradictorio. D.W. BOWETT en 1972, analizando 
la práctica de 10s Estados en materia de represalias económicas, aventuraba el 
progresivo incremento de éstas en el  futur^.^^ La crisis de 10s rehenes nortea- 
mericanos en Irán, la invasión de Afganistán, la guerra de las Malvinas ... entre 
otros supuestos, pusieron de manifiesto 10 acertado de las predicciones de este 
autor, a la vez que ponian de relieve sus peligros. CH. LEBEN estudiando esa 
práctica advertia cómo las contramedidas económicas se revelaban ccmedios coer- 
citivos de una sociedad descentralizada que s610 podrían surtir su eficacia en una 
sociedad centralizadan, caracterizándolas como ccarmas de doble filor, por sus efec- 
tos negativos para el Estado que las a d ~ p t a b a . ~ ~  La emergencia de cierto géne- 
ro de represalias armadas, en este contexto, jno podria considerarse la vuelta 
a medios más brutales, pero cuando menos, más efectivos de reacción al ilicito? 
Por otro lado, la recuperación de esta institución jno podria constituir la tímida 
manifestación de un fenómeno de mayor envergadura cua1 seria una nueva deli- 
mitación del principio que prohibe el empleo de la fuerza, a más de cuarenta 
años de su proclamación por la Carta de las Naciones Unidas? Indicios de este 
Derecho emergente ya fueron puestos de manifiesto por W. WENGLER en 
1971.'j0 El mismo trataria de dar respuesta a la crónica ineficacia de 10s Órganos 
a 10s que se habia encomendado el mantenimiento de la paz y la seguridad inter 
naci0na1es.61 Lo que manifestaria ese nuevo derecho -y por eso tal vez no 10 
sea tanto- seria la persistencia del carácter descentralizado de la sociedad inter- 
naci'ional de nuestros días; en la que el monopolio de la fuerza aún reside en 10s 
Estados, y en la que, como observa R.J. DUPUY, alos paliativos a la violencia 
se basan en la voluntad de 10s Estados de recurrir a e l l o ~ s . ~ ~  Un Derecho, en 
surnLa, acomodado a la estructura socio-histórica que le sirve de base y en el que 
la practica de 10s Estados y su convicción jurídica (ccsus palabras y sus conduc- 
tasn como dijera G. DE LACHARRIERE) discurren parejas; algo cuya falta siem- 
pre ha reprochado el observador atento de las realidades de este sector de pro- 
blemas del ordenamiento internacional. 
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